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INTRODUCCIÓN 

 

Ya desde las resoluciones dictadas por la antigua Corte  Nacional de Justicia 

del Ecuador, 147-2007, 161-2007 y 170-12007 HC, son antecedentes históricos 

dentro de este fallo,  ellas consideraban las atribuciones del juez en bondad de su 

competencia, para decidir suscribir convenios de pago, previos a girar la Boleta de 

Apremio personal contra el demandado, con la justificación de que la prisión para el 

progenitor no garantiza el pago de alimento del menor, razonamiento en casos  

acertados; por enfermedad, accidente , discapacidad, etc.  

El análisis considerado, se aprecia en verificar el conflicto que surge entre 

normas constitucionales, así, por ejemplo, cuando una padre esta en calidad de reo, 

no podrá ejecutar una actividad laboral que le genere ingresos; al contrario su 

situación se vuelve mas dificil, por el  crecimiento de la deuda, apreciación que en 

sentido real no garantiza de ninguna forma una vida digna para los niños, niñas y 

adolescentes.  

El legislador adoptó la solución de conflicto con la regla de antinomias, por 

medio del principio de ponderación y de proporcionalidad,  modificando el atículo 137 

del Cogep que regulaba el procedimiento en materia de alimentos; previo a ordenar 

el  Apremio personal dictará una Audiencia, en la cual el demandado deberá justificar 

de manera probatoria las razones que no le permitieron cumplir con el pago.  Se 

declaró también la inconstitucionalidad de la prohibición de salida del país para los 

obligados subsidiarios. 

  Este trabajo de investigación se realizó bajo las líneas  de la cultura, 

democracia y la sociedad; y  la sublinea de investigación de la cultura jurídica y 

derechos humanos de la Universidad de Guayaquil. 
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CAPÍTULO I 

1. EL problema 

1.1. Planteamiento Del Problema 

En la siguiente tabla, mencionare el planteamiento del problema que se 

considera como el motor que dio impulso a esta acción de Inconstitucionalidad. 

Tabla 1. Normas acusadas de Inconstitucionales 

 

Normas Acusadas Relevantes Contenido Razonamiento 

Artículo  5 inciso segundo de la Ley 

Reformatoria al Título V Libro II al 

Código de la Niñez  

Están obligados a 

prestar alimentos los 

hermanos mayores 

de 21 años, en 

calidad de obligados 

subsidiarios. 

No se puede obligar a 

una persona joven; 

que no ha decidido 

tener hogar. 

Artículo 5 inciso tercero de la Ley 

Reformatoria al Título V Libro II al 

Código de la Niñez 

Están obligados a 

prestar alimentos los 

tíos y tías, en calidad 

de obligados 

subsidiarios. 

No se puede delegar 

responsabilidad 

económica por hijos a 

los tíos, se atenta 

contra el principio de 

voluntariedad y 

libertad. 

Artículo 10 de la Ley Reformatoria al 

Título V Libro II al Código de la Niñez 

sobre la Obligación del presunto 

progenitor.  

La pensión de los 

alimentos provisional 

sobre un padre que 

aún no ha sido 

declarado de forma 

legal. 

Es una forma de 

proteger los derechos 

de los niños; pues no 

cabe Audiencia de 

Apremio, hasta luego 

de la Audiencia 

definitiva. 
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Artículo 15  de la Ley Reformatoria 

al Título V Libro II al Código de la 

Niñez. 

La inflación  Considera intereses 

sobre el atraso del 

pago. 

Artículo 23 de la Ley Reformatoria al 

Título V Libro II al Código de la 

Niñez.  

Apremio personal a 

obligados 

subsidiarios 

No tiene lógica. 

Artículo 24 de la Ley Reformatoria al 

Título V Libro II al Código de la 

Niñez.  

Prohibición de salida 

del país a obligados 

subsidiarios 

Si es inconstitucional 

y atenta contra otros 

derechos. 

Artículo 25  de la Ley Reformatoria 

al Título V Libro II al Código de la 

Niñez. 

Prohibición de salida 

del país a obligados 

principales 

No es 

inconstitucional, 

puesto que el 

obligado puede rendir 

caución y salir del 

país. 

Artículo 37  de la Ley Reformatoria 

al Título V Libro II al Código de la 

Niñez. 

Audiencia Única No es 

inconstitucional, ya se 

aplica en otra 

naturaleza de juicio. 

Elaborado por: Cecibel Villón 

Surge una acusación directa de muchas normas contenidas en la Reforma al 

Título V del Código de la Niñez, conflicto entre principios constitucionales, por una 

parte, los derechos de los niños; en la cual el Estado tiene la obligación de atender 

al principio de su interés superior; y, por otra parte, el derecho del trabajo y el principio 

de libertad personal, libertad de libre tránsito e igualdad que también están 

consagrados en la Constitución de la República. 

Controversia porque unos de los enumerados de la Reforma manifiesta que 

las pensiones de alimentos rigen aun cuando el menor y el obligado convivan bajo el 

mismo techo; lo que se dice es contradictorio porque el hecho de vivir juntos, insinúa 

la patria potestad y la tenencia. Dentro de los fundamentos de hecho de la demanda, 

los accionantes manifiestan   que la pensión de alimentos, que se deposita 

mensualmente a sus hijos, no hay forma de poder conocer si el dinero otorgado se 
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gasta en los mismos, y que al respecto el Estado tendría la obligación de pedir 

cuentas al que tenga la tenencia. 

Los accionantes recurrentes expresan que en ninguna parte de la Constitución 

se manifiesta obligación alimentaria, extendida a los abuelos, abuelas, tías, tíos, 

hermanas o hermanos, más bien la Carta Magna dice que es obligación del Estado, 

a diferencia de lo que se considera como un obligado subsidiario, bien se puede 

presentar dentro de un juicio como un garante solidario. Los accionantes al conocer 

también de las garantías constitucionales presentan una Acción Publica de 

Inconstitucionalidad, de los artículos 23 y 24, 27, 29, 33 de la Reforma. 

El legislador considera la acción con lugar; empieza un gran debate en el cual 

intervienen los Magistrados de la Corte, la Presidencia de la República con su 

Secretaría y varias Instituciones del Estado, quienes aportaran sus postulaciones. La 

opinión de estos dentro del debate, debe estar basado estrictamente en el ámbito 

jurídico y doctrinario. 

Las opiniones vertidas deben estar aparejadas con otras sentencias también 

de la Corte, leyes de protección Internacional, para que la Corte en virtud del principio 

de interés superior de los niños, y el principio de trato prioritario pueda resolver de 

acuerdo a la necesidad y la idoneidad de las normas acusadas de inconstitucionales. 

No se puede resolver conflictos entre principios y normas, sino se usa la 

doctrina alemana de la ponderación, la misma que también se encuentra en la ley 

especial que rige esta categoría de Acción Constitucional; el Legislador al momento 

de crear leyes; también se equivoca; y llega a promulgar una ley o reforma sin 

visualizar la contradicción constitucional, tal es el caso que en artículo 137 de Cogep 

contenía un procedimiento especial en materia de alimentos; motivo por el cual fue 

necesario para la Corte reformar este artículo mediante este fallo. 

La Ley Orgánica de Control y Garantías Constitucionales como en efecto nace 

en la Asamblea Constituyente del Ecuador en año 2008, mientras las normas 

acusadas de inconstitucionalidad yacían de forma antelar, por lo que la Corte 

resuelve con las normas para la solución de conflictos, diferente sucedió con el 

artículo 137 del Código Orgánico General de Procesos, el mismo que rige desde 

mayo de 2015, por lo tanto, no tiene inconvenientes de carácter jurídico para resolver. 
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1.2. Formulación del Problema 

¿Cuales son los efectos juridicos de la insconstitucionalidad del apremio 

personal y prohibicion de salida del pais a los obligados subsidiarios contenidos en 

los articulos 23 y 24 de la Ley Reformatoria  al titulo V, Libro II del Código Org{anico 

de la Niñez y Adolescencia? 

1.3. Sistematización del problema 

¿Que doctrinas legales fundamentan la problemática del apremio personal y 

prohibicion de salida del pais a los obligados subsidiarios? 

¿Cuales son las dificultades concebidas del apremio personal y prohibicion de 

salida del pais a los obligados subsidiarios? 

¿ Como se puede garantizar que no se aplicaran estas medidas coercitivas a 

los obligados subsidiarios? 

1.4. Objetivos de la Investigación 

1.4.1. Objetivo General  

¶ Analizar los efectos jurídicos que producen de forma exhaustiva las medidas 

coercitivas de apremio personal y prohibición de salida del país a los obligados 

subsidiarios. 

 

1.4.2. Objetivos Específicos  

¶ Realizar un análisis doctrinario y jurídico a cerca de las medidas coercitivas de 

apremio personal y prohibición de salida del país para los obligados 

subsidiarios. 

¶ Analizar la inconstitucionalidad del apremio personal y prohibición de salida 

del país para los obligados subsidiarios. 

¶ Determinar las consecuencias del incumplimiento del pago de las pensiones 

alimenticias para el alimentante y los obligados subsidiarios. 

 

1.5. Justificación de la investigación 

En la ruptura de un hogar, cada uno toma sus desiciones independientes, 

surgen constancia de abandono de hogar, demanda de alimentos, separacion 
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conyugal de bienes, juicio de visitas; y, finalmente se perdonan y forman nuevamente 

vida marital; y hay un trabajo en vano de todos los funcionarios que intervinieron en 

el proceso juridico.  De todos los problemas sociales que pueden surgir, es importante 

mencionar que la pensión de alimentos siempre sera necesaria para el menor; la 

hiperbólica protección del Estado no debe y no puede inducir de forma punible  a 

terceros da manera  involuntaria.  

En la  presentacion de la reclamación de alimentos; alli corre el pago de la 

pensión, aun sin haber citación y contestación a la demanda,  si la parte actora deja 

de impulsar el proceso, no cabe el abandono en demanda de alimentos, y se podrá 

continuar con el proceso, la deuda crece sucesivamente; algunas mujeres cin 

malicica prefieren callar sabiendo que tienen una alcancía, mientras tanto trataran de 

pedir dinero de forma voluntaria a su ex conviviente, aun hay casos perplejos que el 

Estado debe resolver, pues en el caso relatado si hay una vulneración y falta al 

principio de buena fé. 

 Se establecería el apremio personal contra los obligados subsidiarios, es decir 

abuelos, tíos, y hermanos mayores de 21 años tambien, asi como la prohibición de 

salida del país;  apremio real, es decir, medidas dirigidas a los bienes, lo que 

contravendria el principio de libertad y de libre circulación, y la mermacion abusivas 

de los bienes patrimoniales,  por lo que los accionantes lo consideran 

contraprudecente, enunciando como punto de vista que sólo la mamá o papà tienen 

la patria potestad y tenencia hasta que una sentencia en firme ejecutoria declare lo 

contrario.  

De allí el papel que desempeñará la Corte Constitucional en resolver esta 

batalla de principios;  de forma obvia siempre considerara en la balanza la jerarquía 

que tiene el derecho de los niños en aras de una vida digna. Infinidades de estilos 

que se pueden observar surgen de la separación de los padres, por una parte la 

obligación de pasar alimentos y por otra parte la protección mutua del Estado,  para 

ese papa que se desconoce su status nature. 

 

1.6. Delimitación de la investigación  

Área: Derecho Civil 



7 
 

 
 

Campo: Sentencia de inconstitucionalidad de los artículos inn. 23 y 24 de la reforma 

al Título V del Código de la Niñez y de la Adolescencia. 

Tema: Análisis De las Acciones Públicas de Inconstitucionalidad de los artículos inn. 

23 y 24 de la Reforma Al Título V Del Código de la Niñez y de la Adolescencia, 

presentada Por Arturo Zelaya Y Marcel Ramírez. 

Delimitación temporal: Primer semestre del 2017 

Delimitación temporal espacial: Corte Constitucional. 

1.7. Hipótesis o Premisas de la Investigación 

El reconocimiento de la inconstitucionalidad de los artículos inm. 23 y 24 de la 

reforma al Título V del Código de la Niñez y de la Adolescencia, genera efectos 

juridicos  positivos tanto  para el alimentanter como para los obligados subsidiarios.  

1.8. Operacionalización de variables 

La matriz de Operacionalización de variables se presenta continuo: 

 

Tabla 1. Operacionalización de variables. 

Variables Descripción Dimensiones 

Variable 

Independiente:  

Derecho de 

alimentos.  

Apremio personal y 

prohibición de 

salida del país de 

los obligados 

subsidiarios. 

Es un derecho deber de 

padres e hijos. Corte 

Constitucional. 

    

Medida coercitiva  que 

aplican los juzgadores para 

que sus decisiones sean 

cumplidas  

Derecho   de 

alimentos  

Derecho de 

visitas  

Tenencia de 

hijos 
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Variable 

Dependiente:  

Inconstitucionalidad 

Del apremio 

personal y 

prohibición de 

salida del país para 

los obligados 

subsidiarios. 

Vulnera los derechos del 

alimentante. 

 Deben ser legalmente 

citados con la  demanda  

El apremio 

personal y 

prohibición de 

salida del país 

Se aplicará solo 

a los obligados 

principales para 

el pago de 

alimentos. 

Goce de 

derecho de 

visita 

Fuente: Elaborado por Cecibel Villón Núñez. 
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CAPÍTULO II 

2. Antecedentes de la investigación 

Es menester comprender dentro de la vida histórica y  jurídica  del país, como 

llegamos a estas acciones constitucionales; porque  a través  de la historia se ha  

transfigurado el derecho de los infantes; y conocer la opinión del Estado en cada 

etapa del proceso; al inicio de nuestra vida republicana , nos ubicamos en la 

Constitución de 1830, la misma que en su Artículo 59 nos dice:  ñNo era lícito privar 

de la libertad a una persona;  a menos que se le econtrare cometiendo delito 

flagranteò (Constitución Política de la República del Ecuador, 1830) La falta a esta 

disposición por parte del Juez, se entendía como una detención arbitraria; en esta 

Carta nada se menciona sobre los derechos de los niños de la nación. 

Luego vemos a la Constitución  del Ecuador de 1835, la misma que nada 

menciona sobre los derechos de los infantes, esta recita así:  Art. 63 ñNo puede el 

Presidente de la República, porque tenía la autoridad, ordenar el arresto, 

imponerle pena, ni expulsarlo del territorio detener el curso de los 

procedimientos judiciales; sin previo consentimiento del Congresoò 

(Constitución Política de la República del Ecuador, 1835), aquí vemos que la potestad 

para la privación de la libertad de un ciudadano, venia del Presidente, sin embargo, 

la orden de privación; debía estar autorizada por el Congreso Nacional. 

En la Constitución de 1843, instaura por primera vez la palabra garantías para 

los ecuatorianos, contenido en 18 artículos; ya se empiezan a invocar algunos 

derechos inherentes del ser humano, como el derecho de igualdad; recalca que 

ningún ecuatoriano podría ser arrestado; solo en caso de encontrársele cometiendo 

delito; hasta aquí no hay nada referente al derecho al trabajo, y de los niños, hasta 

la Constitución de 1861,  en la que por primera vez aparece la palabra ñapremio 

legalò art. 107 y dice:  ñA excepción  por vía de apremio legal; la condición de 

reo merec²a una pena dirigida al cuerpoò . (Constitución Política de La República 

del Ecuador, 1861). 

 Esta garantía hacia los niños iniciaría una cadena de aumento paulatino. Más 

tarde en 1897   en su art. 26 refiere lo siguiente: ñNadie puede ser detenido,é en 

la forma y por el tiempo que las leyes lo determinenò. (Constitución Política de la 
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República del Ecuador, 1867). Ya en el inicio del siglo que se avecina, empieza la 

trasformación enfocado a los derechos de los niños, cabe la imaginación en sostener 

como era el pago de alimentos; de seguro voluntario, en caso de no pago; no había 

ningún camino legal para el cobro, hasta el apellido del padre hacia el hijo era 

voluntario. 

Considero justificaciones suficientes que llevaron a la ley a exagerar las 

medidas de apremio aplicables, llegó al punto que la historia volteó la cara, tanto así 

de forma defectuosamente hiperbólica. La constitución de 1907  en su artículo 26 

numeral 5 diseña: ñProh²base el reclutamiento; as² como la prisi·n por deudas, 

salvo los casos previstos por la leyò. (Nacional, Constitución de la República del 

Ecuador, 1097).  Ya en la Constitución de 1929, empezamos a notar algunos cambios 

garantistas, por ejemplo, ya se habla de las obligaciones civiles, entiéndase entre 

ellas la del alimento. 

 Ante el no pago, si garantizaba el derecho de libertad; ya se observa aquí la 

protección al trabajo, pese a que también la ley aceptaba el trabajo de los niños; por 

primera vez aquí se habla de la protección a la familia y a la maternidad y a la infancia, 

y aunque aún se hacía diferencia entre los hijos legítimos e ilegítimos, se establece 

hacer una investigación en caso de que el padre no quisiese reconocerlo. Es así he 

podido rescatar uno de los aspectos más importantes del artículo 151 en contados 

numerales: ñProh²base el reclutamiento, as² como la prisi·n por deudas 

provenientes de obligaciones meramente civilesò. 

 Sin embargo, el mismo artículo responde a la protección que debe el Estado 

a sus trabajadores y el respeto de su libertad, así: ñLa protección del trabajo y su 

libertad. La Ley regulará, especialmente, todo lo relativo al trabajo de las 

mujeres y de los ni¶osò; inclusive la Constitución regulaba el trabajo de los niños, 

categoría que en la vigencia la Constitución actual lo prohíbe; solo acepta el trabajo 

de los menores de edad que hayan cumplido los 15 años de edad; con la previa 

autorización de sus representantes legales, progenitores, tutores o curadores. 

Se inicia con métodos de investigar sobre la paternidad, así; ñLa protección 

del matrimonio, la de la familia y la del haber familiar. La Ley reglará la 

protección de la maternidad y de la infancia, se establece el derecho de 

investigaci·n de la paternidad,ò. (Nacional, Constitución Politica de la República 
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del Ecuador, 1929). La Carta de 1945, aclara que la única forma de ser una persona 

detenida, fuese que se le encontrase cometiendo delito flagrante, así de acuerdo al 

artículo 141 numeral 4: ñNo hay prisión por deudas, por obligaciones de carácter 

civilò. (Constituyente, 1945).  

Al enfocar el tema de las obligaciones civiles, encaja las pensiones 

alimenticias, aquí  ocupa ya una sección dedicada a la familia; se puede observar 

una protección infantil más amplia en cuanto al tema de la  filiación y maternidad, la 

investigación de la paternidad, y la igualdad entre hijos legítimos e ilegítimos, así por 

ejemplo uno de los párrafos del artículo 142 dice:  ñSe garantizan la defensa de la 

salud física, mental y moral de la infancia y los derechos del niño a la educación 

y a la vida del hogar; el Estado creará condiciones adecuadas para su 

desarrolloò. (Constituyente, 1945) 

  La visión, principios, fundamentos, y grandes aportes, cuando  comparamos 

la obligación de los progenitores hacia sus hijos, versus el derecho de libertad y 

derecho de trabajo; podemos decir que la Constitución de 1967 inicio un gran cambio 

en este aspecto, así como también la participación del Estado por hacer que se 

cumpla la responsabilidad paterna,  así el artículo 18, numeral 18 literal b dice:  

ñExcepto el caso de alimentos forzosos, no habr§ prisi·n por deudas, costas, 

honorarios, impuestos, multas ni otras obligaciones de car§cter civilò 

(Constitución Política de la República del Ecuador, 1867) 

  A la orden de detención se le llama por alimentos forzosos, que se entendía 

también como una obligación de carácter civil, así:   ñEl Estado apoyar§ a los 

progenitores en el ejercicio de la autoridad paterna, y vigilará el cumplimiento 

de las obligaciones recíprocas entre padres e hijosò. (Nacional, Constitución 

Política de la República del Ecuador, 1967).  En el año 1948, ya la Declaración de 

los Derechos Humanos refiere sobre el derecho de los niños, pero debido a la 

trascendencia del tema, se hacía menester crear una norma especial, así en 1989 

surge la ñConvenci·n sobre los Derechos del Ni¶oò. 

Mientras en Ecuador en el año 1976, entra en vigencia el Código de Menores 

como una ley especial de procedimiento, que fue reformada en 1992; con el propósito 

de tener compatibilidad con la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño; 

desde 1992 tuvo una reforma y la participación de entidades protectoras como 
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UNICEF. Con esta trascendencia llegamos al actual Código de la Niñez y 

Adolescencia en el año 2003. Sin embargo, el 28 de Julio del 2009 surge con Registro 

Oficial 643, el referente a Reformar el título V del Código de la Niñez, es allí donde 

surge esta demanda de inconstitucionalidad. 

Una vez que hemos dado este viaje histórico de la dinámica jurídica en nuestro 

país, podemos observar como surgieron las diferentes medidas de apremio 

aplicables para garantizar el pago de alimentos de. Claro que el fallo no solo expresa 

sobre los apremios en materia de alimentos, pero este aspecto fue el de mayor 

trascendencia dentro del debate, porque se logró cambiar la redacción de todo un 

artículo dentro del Cogep; la Constitución actual del Ecuador como garantista de 

derechos, protege la familia y al trabajo como único recurso de sustento para la 

alimentación de los hijos dependientes. 

2.1. Marco Teórico 

Para un mejor estudio es necesario indagar sobre los conceptos, así he 

determinado palabras claves y algunos preceptos de carácter doctrinal dentro de este 

análisis, entre ellas: inconstitucionalidad, apremio, alimentos, trabajo, y libertad, 

todos ellos enfocados desde el campo del derecho, la doctrina, la ley y la justicia; son 

conceptos claves, que han surgido de forma repetitiva dentro de la acción 

constitucional que nos compete.   

Inconstitucionalidad: Entiéndase en todo contrapuesto o contrario a los 

derechos constitucionales, prefijo in que significa no; es decir no constitucional, con 

la Nueva Constitución y con su ley especial que la regula, así: ñEl control abstracto 

de constitucionalidad tiene como finalidad garantizar la unidad y coherencia 

del ordenamiento jurídico a través de la identificación y la eliminación de las 

incompatibilidades normativasò. (Nacional A. , Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Consitucional, 2008) 

Boleta de Apremio: Documento legal firmado por un juez aquo, que recae 

sobre la persona en forma directa, si es personal;  se ordena a cualquier autoridad 

policial a detener a la persona contra quien se ha girado, o real cuando la retención 

recae sobre bienes, así por ejemplo de acuerdo al  Ab. Tito Zambrano expresa: ñLos 

apremios  personales, cuando las medidas coercitivas recae a las personas  
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que cumplan por sí mismas; y son reales cuando se da una medida coercitiva 

en virtud de la cual se aprehende cosas o bienes de propiedad del deudorò 

(Alcivar, 2016) 

Derecho de Alimentos: Obligación que tienen los progenitores hacia sus hijos 

no emancipados, por lo general menores de edad, estipulada como principio 

constitucional, normalmente esta obligación esta resumida a una especie en dinero; 

se decreta una pensión de alimentos, dependiendo del número de hijos reclamantes. 

Es as² como el autor Ab. Tito Zambrano A. en su obra ñManual Pr§ctico de Aplicación 

del Código Orgánico General de Procesos en Materia de Familia, no dice: ñEs m§s, 

algunos obligados, pretendiendo evadir su responsabilidad, cambian de 

domicilio o emigran al exteriorò. (Alcivar, 2016) 

Al respecto, es un comentario que no se aleja de la realidad, mientras por 

una parte esta una madre en estado de desesperación por cobrar una pensión de 

alimentos para sus hijos, por otra parte se encuentra un padre que buscara 

mecanismos para evadir esa obligación; no siempre es el caso; también podemos 

observar en nuestro entorno social a una madre que más allá del dinero necesario 

para el alimento de sus hijos; utiliza la medida coercitiva de apremio; obviamente 

respaldada por el Estado, como un estilo de venganza contra de su ex pareja, que 

de seguro tiene una nueva relación sentimental. 

 Esto lleva al juzgador a llamar al obligado para que presente sus alegatos 

por el no pago y aun viendo la voluntad de cumplir, cabe recalcar que la 

justificación se debe basar en tres aspectos, estos son: ñSi el alimentante no 

demostrare de manera justificada su incapacidad de cumplir con el pago de 

las pensiones adeudadas a causa de no tener actividad laboral ni, recursos 

económicos, o ser persona discapacitada, padecer una enfermedad 

catastr·fica de alta complejidadò. 

Derecho de Trabajo: Principio constitucional, que garantiza el trabajo a los 

ciudadanos, para que el Estado intervenga como ente regulador para la protección 

de este derecho. Al referirnos al derecho de trabajo, debemos sabes que se enfoca 

la actividad laboral de hombres y mujeres; cuantificando que el actor en una 

demanda de alimentos puede ser el padre o la madre. 
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Derecho de Libertad Personal: Se presume como el derecho a que tienen 

derechos todos de forma general, a no ser detenidos por ninguna deuda, este 

derecho esta inherente en el ser humano desde su nacimiento. El autor Hegel nos 

presenta el derecho personal como una obligación ética que tiene el Estado para 

con todos los ciudadanos.  ñEl Estado, como lo ®tico, en cuanto 

compenetración de lo sustancial, implica que mi deber frente a  sustancial 

es de mi libertad particular, esto es, que en él, deber y derecho están unidos 

en una sola y misma referenciaò (Marx) 

2.2. Marco Contextual 

La Reforma al Título V del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, trajo 

como consecuencia la visibilidad de esta acción Publica de Inconstitucionalidad, 

presentada por dos  ciudadanos, uno de ellos se desempeña como Presidente de la 

ñFundaci·n Padres por Siempre en Ecuadorò, esta, es una entidad social con un 

grupo de profesionales, entre ellos abogados, cuya oficina se encuentra en la ciudad 

de Quito, tienen una página web en Internet con el objetivo de ayudar a los papas en 

cualquier problema luego de una separación conyugal, en relación a sus derechos y 

obligaciones. 

La esencia de este fallo, se origina en la Reforma al Título V de la Ley de la 

niñez, entre ellos los puntos más destacados se encuentran en los siguientes hechos: 

en caso de que el padre no cumpliese con el pago, la ley obligaría o coaccionaría a 

los abuelos, tíos, o hermanos que han cumplido los 21 años de edad; la ley 

reformatoria habría la posibilidad de dictar apremio personal contra los obligados 

subsidiarios; inclusive medidas cautelares sobre sus bienes; y prohibición de salida 

del país para los abuelos, tíos o hermanos a menos que rindan caución; o presenten 

un garante, tal cual fueren obligados principales. 

 La mora de la pensión genera intereses legales establecidos por entidad 

autorizada por la ley; cuando los obligados principales carezcan de recursos 

suficientes, se puede exigir el pago a los ñdem§s obligadosò, y luego estos podr²an 

iniciar acciones de repetición contra el padre o madre. La reflexión es, que, si un 

padre no tiene para cumplir una obligación principal, tampoco tendrá para una 

secundaria; la mención de un grupo de padres que se sienten en desventaja con la 



15 
 

 
 

ley, ejemplo cuando se trata de incidente de alimentos o aumento, la pensión rige 

desde su presentación. 

Se acusa también el contenido del artículo 137 del Cogep, acerca del proceder 

en la solicitud de apremio por mora, donde la única prueba de ejecución era la 

constatación del no pago por medio de pagaduría. La Sala una vez que admite la 

demanda, debe por carácter de suma obligación correr traslado al Presidente, 

Asamblea Nacional y máxima autoridad de la Procuraduría General del Estado, para 

que se pronuncien en el plazo de quince días sobre la norma demandada, los 

accionantes están convencidos que dictar la medida de apremio personal no 

garantiza el pago de la pensión de alimentos. 

En la contestación a la demanda Fernando Cordero, como presidente de la 

Asamblea, menciona su absoluta negativa indicando que los accionantes no han 

motivado la norma acusada, el Secretario Jurídico de la Presidencia Dr. Alexis Mera 

declara la argumentación de la demanda como no integral, remontando la historia 

constitucional de la prisión por alimentos, alega la obligación que tienen los familiares 

ascendientes, como abuelos, tíos y hermanos a responder con el alimentos para los 

niños a falta del padre, pide una modulación parcial indicando que los meses de 

privación  de la libertad no avala el pago. 

La Dirección delegada de la Procuraduría General del Estado, considera la 

demanda improcedente por falta de pruebas, sin embargo, pide que se module la 

sentencia porque la exageración llevo a cabo la ineficacia; la Presidenta de la 

Asamblea Nacional Rivadeneira propone un análisis aplicando la necesidad, 

idoneidad y proporcionalidad, por lo tanto, pide a la corte el archivo de la demanda.  

Tres ciudadanos de nombre Henrry V. y Leonardo N.  y Tello R comparecen 

con un escrito como amigos de la causa o ñamicus curiaeò consideran el apremio 

como castigador, versus la protección de derechos que inspira la Constitución, piden 

que se declare inconstitucional el artículo 137 del Cogep. PTello censura el hecho de 

que el padre que la ley considera como irresponsable, no es así, que se observa solo 

como un proveedor de dinero, cuando las obligaciones también caminan hacia el 

cuidado y protección emocional y psicológica.  
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En febrero de 2012 se ordena la Audiencia Pública, la misma que fue fallida 

por no haber comparecido todas las partes involucradas, luego el 17 de noviembre 

de 2016, no asistieron los accionantes, como criterio personal puede indicar que se 

sintieron decepcionados de la justicia, una audiencia para el año 2012 fallida, se 

reinstala en el año 4 años más tarde.  Pese a esto la audiencia se llevó a cabo, se 

acumularon tres causas relativas a la misma petición, los accionantes pasivos dentro 

de los argumentos   acusan a los demandantes de no haber sustentado sus 

pretensiones. 

En la audiencia de fecha enero de 2017 si comparecen los amigos de la causa 

y las autoridades respectivas. Dentro de los fundamentos de la Corte, se radica su 

competencia e inicia el dictamen, algunos interesados se allanaron y piden una 

sentencia moduladora, para garantizar el derecho de ambas partes, aluden que los 

actos normativos no deben contradecir las normas constitucionales, se debió haber 

considerado las inconformidades a las reformas por vicios de fondo, en vista de que 

la Ley Orgánica de Garantías Constitucionales entro en vigencia meses después de 

la mencionada reforma.  

En el estudio de fondo se considera previo al dictamen; el interés superior, 

prevalencia de derechos, y la corresponsabilidad del Estado,  hace una comparación 

entre el interés superior del niño, y, el principio de trato prioritario; pues mientras el 

primero debe considerar los asuntos que le afecten, el segundo debe poner la 

superioridad en una balanza, esto se habría ya discutido en otra demanda de 

inconstitucionalidad del año 2013; cuando existen derechos que emanan de dos tipos 

de tutelares de derechos;  al reconocer los diferentes tipos de familias, extiende la 

responsabilidad a los familiares del núcleo.  

 Se justifican mencionando todas las normas constitucionales que ilustran el 

proceder a seguir en la creación y promulgación de una ley,  allí nace el debate, una 

vez que la corte rechazo resolver  sobre algunos artículos de la Ley Reformatoria de 

La Niñez, y acepto el artículo 137 del Cogep, le es menester investigar la actitud 

procedimental del Legislador al promulgar esta norma, indicando que antes de la 

aprobación del proyecto de ley, hubieron cinco debates, llegando a concluir al 

respecto, que todas las normas están en armonía con la materia indicada. 



17 
 

 
 

Luego se analiza la constitucionalidad por el fondo, donde van a surgir los 

problemas jurídicos, los mismos que se van a considerar en coherencia a la norma 

constitucional demandada, se acota que la ley Reformatoria al Código de la Niñez y 

el articulo 137 del Cogep tienen una relación en cuanto al fin que se persigue, este 

es el pago de la pensión de alimentos a los niños, en aras del interés superior, 

prevalencia de derechos y corresponsabilidad del Estado, el primer principio referido 

es de carácter internacional, pues lo observamos también en la Convención 

Internacional del Niño. 

 Este principio de interés superior incluye considerar la decisión de los niños 

cuando se deba fallar en casos que le afecten; en cuanto al trato prioritario no emplea 

la palabra consideración, sino que manda a hacerlo, es especial si se encuentran en 

la balanza una interacción de derecho, por una parte los niños, y por otra parte un 

tercero; la corresponsabilidad del Estado, involucra al mismo de forma directa 

cumpliendo condiciones para ayudar a la familia, en cuanto la corresponsabilidad 

familiar, no será jamás igual a la responsabilidad directa del padre y la madre. 

 Mencionando la sentencia 048-13 se ha plasmado a la vida digna a la que 

tiene derecho un menor como un principio sustancial, llegan a la conclusión de que 

el alimento es primordial para la garantía de vida digna a la que tienen derecho los 

niños. Esta vida digna se considera también no solo desde el punto de vista de la 

pensión de alimentos, sino en el cuidado especial que debe tener todo niño en el en 

la etapa de crecimiento, precautelando su salud emocional y psíquica, es sobre la 

base de los mencionados principios que la corte analizara las normas acusadas de 

inconstitucionales. 

 Refiriéndome a la Reforma al Título V del Libro Segundo, en respuesta a la 

acusación al artículo 6 y 7 se indica que la vía para estos reclamos es la ordinaria, 

en cuanto se refiere el accionante a que la pensión rige aunque el progenitor y el 

menor convivan en el mismo lugar; en la acusación al artículo 15, aquella que 

contiene los requisitos que se deben observar para la elaboración de la tabla de la 

pensiones de alimentos, la corte indica que fue resuelto mediante una antelar 

sentencia de la corte en el año 2013 donde se negó la inconstitucionalidad.  

En el enumerado 37 de la ley reformatoria se habla de una audiencia única en 

materia de alimentos, y sobre este punto la corte se pronunciará, recalca una 
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pretensión contradictoria al accionante Zelaya por que la norma dice claramente que 

los únicos responsables de pago de alimentos son los progenitores, por lo tanto, los 

únicos artículos a analizarse serán el 333 del COGEP, y 5, 10 y 37 de la referente. 

 La ley determina a los familiares cercanos como obligados subsidiarios, por 

el principio de corresponsabilidad, pero una condición para poder demandar al 

obligado subsidiarios es que, por medio de la misma ley, se haya valido de todos los 

medios para cobrar al deudor principal, y este a su vez podrá ejercer su derecho de 

repetición, esta obligación subsidiaria solo podrá existir cuando exista un 

impedimento, discapacidad o ausencia por parte del progenitor. 

El pago de alimentos prima sobre cualquier otra obligación, por el principio de 

ultractividad de la ley, se referirán a los artículos que fueron derogados, al respecto 

menciona: el artículo 33 prohíbe la reconvención y la acumulación de causas en 

especialidad de alimentos;  el artículo 34 que presentaba el procedimiento en las 

demandas de alimentos, este también quedo regulado en el Cogep; en el artículo 35 

que refiere a la calificación y citación de la demanda de alimentos, el mismo que  

quedo normado en otros artículos del COGEP. 

 En cuanto a las medidas de apremio real, ellas están respaldadas con el 

antiguo Código de Procedimiento Civil que, al ser derogado por el Cogep, seguía 

conteniendo normas relativas, se aclara que los juicios de alimentos no pueden por 

cuestiones de defensa ser comparados con los juicios de materia penal, mientras uno 

guarda de formas exclusiva los derechos de los niños, el otro es consecuencia de 

una acción punible en la que el Estado impone una sanción. 

Ahora continúa el análisis de la privación de libertad, donde se observa una 

guerra de derechos, por una parte, el derecho de los menores a una vida digna, y por 

otra el derecho de los progenitores a la libertad personal, considerando el artículo 23 

de la reforma y el artículo 137 del Cogep, se utilizará la proporcionalidad con el 

estudio de la idoneidad y necesidad al igual que en el caso anterior. El apremio es 

una medida coercitiva por parte del legislador, para transformar la voluntad en 

obligación, sin embargo, se puntualiza que le medida de apremio personal no 

procede en contra de los obligados subsidiarios. 
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 Cuestionando la idoneidad, el accionante se queja que por la privación de 

libertad; algunos obligados se quedaran sin empleo, la corte la responde que si tiene 

un empleo de forma licita, es porque percibe una remuneración, por lo tanto no está 

destinando de forma prioritaria  su salario, que debería ser en primer lugar el cumplir 

con el pago de alimentos, pero expresa a forma de paradigma a un detenido por 

alimentos con cáncer, en este caso la constitución también ampara su situación, por 

lo que se determina que solo en  casos excepcionales el art. 137 del Cogep no está 

aplicando una medida idónea y necesaria.  

Por otra parte el progenitor que pierde el empleo, luego de su primera 

detención que es de treinta días, hay dificultad para conseguir otro empleo, el tiempo 

que está en la cárcel, sigue sumando la deuda, por lo que de esta forma no se está 

garantizando el pago del alimento, antes de proceder al apremio personal, se debe 

aplicar el apremio real sobre los bienes del demandado en caso de que los tuviere, 

por lo que la corte considera que no hay un derecho de igualdad, pues la prisión seria 

solamente para aquellos progenitores que no posean bienes que se puedan 

apremiar.  

Podemos observar que el legislador al momento de resolver, considera una 

justificación basada en el hecho de no tener empleo, poseer una discapacidad, o a 

su vez una enfermedad catastrófica, estas serían las únicas excusas del progenitor 

hacia el juez; por este motivo se considera esta Audiencia, pero también de 

beneficios para el deudor;  ya que en caso de no acudir se le girara la Boleta, ahora 

que sucede si la persona que comparece y no encaja dentro de ninguno de los 

requisitos; la actitud del juez es siempre la de mediar y motivar el convenio de pago, 

como sucede en la mayoría de los casos.  

2.3. Marco Conceptual   

Derecho de Alimentos. Obligación que tienen los progenitores hacia sus hijos 

no emancipados, por lo general menores de edad, estipulada como principio 

constitucional, normalmente esta obligación esta resumida a una especie en dinero; 

se decreta una pensión de alimentos, dependiendo del número de hijos reclamantes. 

Es as² como el autor Ab. Tito Zambrano A. en su obra ñManual Pr§ctico de Aplicaci·n 

del Código Orgánico General de Procesos en Materia de Familia, no dice: ñEs m§s, 
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algunos obligados, pretendiendo evadir su responsabilidad, cambian de 

domicilio o emigran al exteriorò. (Alcivar, 2016) 

Inconstitucionalidad. Entiéndase en todo contrapuesto o contrario a los 

derechos constitucionales, prefijo in que significa no; es decir no constitucional. 

Boleta de Apremio.   Documento legal firmado por un juez aquo, que recae 

sobre la persona en forma directa, si es personal; se ordena a cualquier autoridad 

policial a detener a la persona contra quien se ha girado, o real cuando la retención 

recae sobre bienes. 

2.4. Marco Legal 

2.4.1. Fundamento jurídico Constitucional 

No obstante, el principal fundamento constitucional lo vemos estipulado en 

el artículo 425 de la carta suprema, la misma que declara la supremacía 

constitucional, y cualquier conflicto entre normas se resolverá considerando la 

doctrina de la pirámide de Kelsen, dicha mención concuerda de forma exacta con 
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lo mencionado en el Código Orgánico de la Función Judicial, acerca el principio de 

aplicación directa de las normas constitucionales. 

 

 

Figura 1.   

Fuente: Ilustración 1. Jerarquia de la Norma, articulo 425 de la Constitución de 

la República del Ecuador, figura perteneciente a mi propia autoria. 

 

De acuerdo al artículo 436 numeral 2 de la Constitución se otorga a los jueces 

constitucionales; el conocimiento de las acciones públicas de inconstitucionalidad, 

resolver y declarar sin efecto jurídico las normas que se declaren como 

inconstitucionales.  ñConocer y resolver las acciones p¼blicas de 

inconstitucionalidad, por el fondo o por la forma, contra actos normativos de 

car§cter general emitidos por ·rganos y autoridades del Estadoò. (Montecristi, 

2008), se entiende que su mención avala la competencia, jurisdicción y atribución de 

la Corte Constitucional para conocer dichas acciones. 
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Figura 2. Ilustración 2.  

Fuente: Constitución de la Republica del Ecuador. Articulo 325 de la CRE. 

 

Otro aporte importante que nos brinda la Constitución es el artículo 325 es la 

garantía del derecho al trabajo en todas sus formas. El artículo 66, numeral 15 y 29, 

literal c de la Constituición de la República, es otra de las normas acusadas en esta 

demanda, dice: ñEl derecho a desarrollar actividades económicas, en forma 

individual o colectiva, conforme a los principios de solidaridad, 

responsabilidad socialò. Inquebrantable derecho, sino hay actividad económica es 

imposible poder proveer para el pago de alimentos. 

 Se presume que el trato diferente por la situación económica o social; se está 

incurriendo en discriminación social, lo cual está prohibido dentro del marco del 

ejercicio de los principios de los derechos constitucionales;  aunque la ley establece 

la justificación de que la única forma aceptable para ser detenido es por la mora de 

pensiones,  ñLos derechos de libertad tambi®n incluyen: c) Que ninguna 

persona pueda ser privada de su libertad por deudas, costas, multas, tributos, 

ni otras obligaciones, excepto el caso de pensiones alimenticiasò. (Montecristi, 

2008). 

Autonomo

Con relacion 
de dependencia 

con inclusion 
de labores de 
autosistento

Art. 325 El Estado 
garantiza el derecho 

al trabajo
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Sin embargo, se estaría contradiciendo en el derecho de libertad de las 

personas, por lo que desde este fallo se considera como último recurso la prisión, 

previo propuestas de otras medidas alternativas aplicables, como suscribir 

convenios, así se podría declarar con libertad que una vez que el Estado protege a 

los diversos tipos de familia en integridad, se detecta que el núcleo comprende a 

cada uno de los miembros, cada uno con los mismos derechos de igualdad sin 

discriminaci·n.  ñSe promover§ la maternidad y paternidad responsablesò; 

(Montecristi, 2008).  

La Carta Magna nos ilumina hacia un ámbito de protección, no solo al niño y 

a la niña, sino a todos los miembros del núcleo familiar, la responsabilidad yace no 

solo en la madre, sino también en el padre, inclusive de forma especial cuando sea 

un hogar disgregado; pero aclara que no es solo la obligación del alimento valorado 

en una especie económica, la visión va más allá; al cuidado, crianza y salud 

emocional. 

 El patrimonio familiar es inembargable, por tanto; si un padre o madre debe 

por un hijo, pero está casado y tiene un nuevo hogar, la Constitución protege el 

patrimonio de sus bienes en sociedad; llegando a la conclusión de que hay algunos 

apremios reales que existen fuera de la esfera de la normativa, provee también la 

libertad para administrar los bienes de la sociedad conyugal.  ñSon deberes y 

responsabilidades de los ecuatorianos: Asistir, alimentar, educar y cuidar a las 

hijas e hijos. Este deber es corresponsabilidad de madres y padres en igual 

proporci·nò. (Montecristi, 2008).   

Expresa una obligación en igual proporción para los progenitores, sin 

embargo, en la mayoría de los casos y por naturaleza, es la mama quien queda con 

los hijos, el modelo social `presenta a uno que paga la pensión, y, el otro quien lo 

cuida, asiste y además también aporta de forma económica.  ñEl Estado garantizará 

a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, 

remuneraciones y retribuciones justas y el desempe¶o de un trabajoò. 

(Montecristi, 2008) 

Si una persona es detenida por el no pago, sin ser escuchada ante el 

juzgador, se está faltando el respeto a su dignidad, como valor inherente en el ser 

humano, si este padre o madre tiene un trabajo, y no tiene posibilidades para 
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cancelar de contado lo adeudado, estaría preso por treinta días y de seguro 

perderá su trabajo, situación difícil en la que ya no puede ejercer  este derecho, el 

patrono es quien decide, y le conviene liquidarlo porque dentro de su puesto de 

trabajo se cumple un rol; que al quedar sin frutos afecta la producción; así el 

empleador, el empleado y el alimentado interactúan en perjuicio. 

 De allí se estaría hablando también de una violación a las garantías del 

debido proceso.  Exactamente cuándo dentro de un juicio no pululan los derechos 

de las partes, sino simplemente abunda el derecho de una sola parte.  Aplaca la 

mención que hace la Constitución al indicar que debe detenerse a una persona de 

forma ñexcepcionalò, que se debe hacer con una f·rmula de juicio, y que es 

obligación de los juzgadores, con antelación aplicar una medida alternativa a la 

prisión y esto de forma positiva, caso contrario se puede catalogar como una 

detención arbitraria. 

El razonamiento en invocar esta norma es poder desvelar el interés 

supremo de los derechos de los niños,  ñEl Estado, la sociedad y la familia 

promoverán el desarrollo integral de las niñas, adolescentes, y asegurarán 

el ejercicio de sus derechos; se atender§ al principio de su inter®s superiorò. 

(Montecristi, 2008).  A través del tiempo; la Constitución de nuestro país ha 

evolucionado en pos de los derechos de los infantes. 

Muchas entidades facilitadoras del proceso de cumplimiento, la más laboriosa 

es el Mies cuyas siglas se conceptúan como Ministerio de Inclusión Económica y 

Social; con la misión de ejecutar políticas económicas y sociales, con una serie de 

valores como respeto y responsabilidad, para fortalecer la economía y el Buen Vivir 

para los ecuatorianos, en especial de los niños, niñas y adolescentes. El trabajo lo 

ejecuta mediante agenda en función de sus Coordinadores, Directores y demás 

autoridades administrativas. 

2.4.2. Fundamento jurídico Orgánico 

El artículo 137 del Cogep antes del fallo de la sentencia decía: ñEn caso de 

que incumplan el pago de dos o más pensiones alimenticias, la o el juzgador a 

petición de parte y previa constatación mediante la certificación respectiva; 

dispondrá el apremio personal hasta por treinta d²asò. (CODIGO ORGANICO 
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GENERAL DE PROCESOS, 2015).  La transformacion de este articulo; que ha sido 

sustuido de forma temporal, previo pronunciamiento de la Corte. 

Ahora se presenta un apremio parcial, que es prision desde las diez de la 

noche hasta las seis de la mañana por 30 dias consecutivos, para de esta forma 

cumplir con un horario de trabajo durante el dia. ò Sin embargo si  el alimentante 

demuestra que  trabaja en horario nocturno, se regulara el tiempo con acuerdo del 

juzgador siempre y cuando cumpla con ocho horas diarias de prision, en caso de que 

este metodo no de solucion al pago, y se vuelva reincidente, entonces el apremio ya 

no sera parcial; se dictara de forma  total contra el demandado. 

Se puede calificar esta reforma como un beneficio, sin embargo; no se esta 

menoscabando por ningun concepto el interes primordial de los niños, pues si el 

demandado no comparece a la audiencia, o en su defecto es reincidente y ya se ha 

beneficiado de este fallo por una vez, y no ha cumplido, se le dictara el apremio total, 

podemos certificar que es una cadena de beneficios para el demandado, cuyo enfasis 

de insistir en incumplimiento, terminará en orden de apremio total personal en su 

contra. 

La posibilidad a las autoridades judiciales y administrativas de ejecutar 

acciones para el cumplimiento; para poder disfrutar de su libertad y nobleza, 

mediante la adopción de medidas de cualquier índole, ya sea social o económica, 

para hacer cumplir la ley; enmarcando que no solo son responsables los 

progenitores, sino que existe una corresponsabilidad en interacción con la sociedad 

y el Estado, quien también estará obligado a invertir recursos económicos no 

limitados, a tal que se describe que estos deben ser suficientes para la satisfacción 

de las necesidades de los niños del país. 

 El vínculo afectivo del niño con su padre o madre, frente a una separación se 

ve quebrantado, lo que impide el crecimiento emocional en un ambiente con amor. 

Razón suficiente para que el Estado promulgue leyes que amparen sus primordiales 

derechos,   

ñEl interés superior del niño  está orientado a satisfacer  el conjunto de 

los derechos de los niños, niñas yadolescentes; e imponer a  las autoridades 
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administrativas y judiciales, el deber de ajustar sus decisiones y acciones par

a su cumplimientoò. (Nacional C. , 2003) 

 

2.4.3. Fundamento jurídico Internacional 

Dentro de la Convencion Interamericana de los Derechos Humanos, Siendo 

parte Ecuador de ese Tratado Internacional, dentro de la legitimación pasiva de esta 

acción constitucional, se menciona como mecanismo de defensa de los derechos 

primordiales de los niños, ñLos Estados Partes tomarán todas las medidas 

apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los 

padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el ni¶oò. 

(articulo 27 y 3 Convención Interamericana), se asegura que los Estados partes. 

También están obligados a adoptar medidas que aseguren el pago de la 

pensión de alimentos, al mencionar la frase ñu otras que tengan obligaci·n financieraò 

se está refiriendo exclusivamente a familiares por especificar la palabra personas; allí 

nace un gran debate, si se debe obligar a abuelos, tíos o hermanos al pago, la 

situación es paradójica y compleja, pienso que la única forma de obligar a otros; es 

en caso de muerte de uno de los progenitores 

La misma norma de carácter internacional, enfoca la corresponsabilidad de los 

juzgados y tribunales, al momento de colocar en una balanza los derechos e 

intereses de las partes; basta con que un niño se coloque en la balanza para 

considerar la parte que más pesa y que merece ser atendido primero, ñEn todas las 

medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 

privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o 

los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 

el interés superior del niñoò (articulo 27 y 3 Convención Interamericana). 

Si bien es cierto la demanda presentada; ha sido por parte de los progenitores 

que se sienten afectados, esta cita jurídica de carácter internacional da mucho más 

que hacer, por ejemplo, viene a mi mente la existencia de cientos de boletas de 

apremio que no han podido ejecutarse, porque los progenitores huyeron por el 

exclusivo propósito de evadir sus responsabilidades económicas para con sus hijos, 

bien podría aplicar esta ley para implementar el rastreo en casos especiales. 
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2.4.4. Derecho Comparado 

Dentro de la sentencia de estudio a foja 69, ha tomado en cuenta el Derecho 

Comparado  a Chile,  alli se aplicara el arresto por 15 dias desde las 10 p.m. hasta la 

6 a.m., el no pago causa repetir la medida, si por tercera vez incumple la prision por 

30 dias en la mañana y en la noche, cuando el obligado debe dormir en la carcel y 

pretende huir, se ordena el allanamiento de la  vivienda, al punto de dañar los cerrojos 

de las viviendas, el juez esta en la obligacion de notificar a los vecinos e investigar 

su residencia, sera preso en cualquier lugar. (Ley 14.908 Sobre el Abandono de 

Familias y Pago de Pensiones Alimenticias, 2007) 

     Otra medida que se adopta en Chile es ordenar la retencion a la devolucion 

de los impuestos a la renta, esto es buen ejemplo para otra legislaciones, otra medida 

es la suspension de la licencia de los vehiculos motorizados hasta por seis meses; a 

este ejemplo de medida me refiero cuando propongo que el Estado puede investigar 

sobre las actuaciones convencionales del demandado , y tomar tambien asunto de 

otras formas de punibilidad menos severas, pero que a su vez garanticen el 

cumpliento del pago.(Ley 14.908 Sobre el Abandono de Familias y Pago de 

Pensiones Alimenticias, 2007)       

Ahora nos desplazamos hasta el pais de Bolivia, en donde al apremio se le 

llamara no personal sino corporal, se aplicara cuando el juzgador descubra que el 

demandado esta empleando la malicia y la mala fe para evadir el pago, la legislacion 

boliviana lo considera como medios maliciosos, en el caso de nuestra legislacion en 

ocasiones se resuelven los juicios de forma mecanica, sin considerar los actos 

maliciosos que ejecuta el demandado,  en Bolivia tambien se ejecuta la orden de 

allanamiento al igual que en Ecuador, aunque a diferencia de Chile, en esta Ley no 

se habla de romper cerrojos de la vivienda.  

En Bolivia se sostiene que el progenitor que evade el pago se burla de los 

derechos de los niños, ante esto, tambien se asegura el Estado en inscribir hipoteca 

contra sus bienes en la entidad correspondiente, sin necesidad de peticion de parte, 

una vez dictado el apremio corporal solo se podra suspender despues de seis meses, 

tiempò en el cual el deudor a rendido fianza sobre la deuda. (Nacional., 1988) 
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      Dentro de la legislacion boliviana cabe tambien la figura del convenio de 

pago,con al diferencia que una vez que se incumple el mismo, interviene tambien el 

fiscal, como si se tratata de un proceso de materia penal, el obligado impago sera 

nuevamente detenido. Esta ley contempla en su articulo 147 que el cuidado del niño 

le correponde a la madre, mas sin embargo cuando se ejecuta un proceso de 

alimentos la sentencia falla en contra de ambos progenitores, ya que en ella se 

evidencia la contribucion economica que le corresponde a cada uno de ellos. 

En nuestra legislacion no onservamos la retribucion economica dividida de 

forma matematica, puesto que aca se se considera que al tener la tenencia uno de 

los progenitores, es el que lleva la mayor parte por el cuidado, el otro por lo tanto 

debe tambien proporcionar el dinero para el alimento, en la mayoria de los casos las 

mujeres ejecutan la demanda, aunque tambien sucede de forma viciversa. 

(Nacional., 1988)  . 

Dentro de la legislacion española la obligacion de pasar alimentos de los 

parientes es de carácter obligatoria, e irrenunciable,esto lo regula el Codigo Civil 

español, se promulga un principio de irrenunciablidad de derechos al igual nuestra 

norma. (Presas, 2007). El codigo  español le llama derecho alimentista, la extension 

de la obligacion llega a parientes ascendientes a los abuelos, y descendientes, 

tambien cuando  luego de cumplida la mayoria de edad, sino han contraido 

matrimonio; la obligacion de los hermanos si cuenta, pero de forma muy necesaria 

cuando se requiere para gastos de educacion, a falta de uno de los progenitores.El 

derecho se hereda al pariente ascendiente mas cercano, algo muy llamativo  

CAPÍTULO III 

3. Aspecto Metodológico de la Investigación 

 

En el presente estudio de caso se ha aplicado la investigación de tipo 

cualitativa, asimismo se ha utilizado el método de la Observación Científica, ya 

que este me permite seleccionar un objeto de estudio para luego observarlo, lo que 

he cumplido por medio de un estudio de campo, en el lugar de los hechos donde se 
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desarrollan las Audiencias para dictar medidas para el pago de la pensión de 

alimentos, luego de la ejecución obligatoria de este fallo.  

El instrumento de recolección de datos es la encuesta aplicada a profesionales 

del derecho y abogados en libre ejercicio, también realizaré o entrevistas a los 

profesionales del derecho y los usuarios directos involucrados dentro de esta 

investigación, esto me permite una comunicación personal con el objeto de estudio, 

para obtener respuestas verbales sobre el problema planteado. Así he podido 

comparar la realidad positiva de la ley, la efectividad y la opinión directa de los entes 

involucrados. 

Las entrevistas realizadas a los profesionales del derecho permiten obtener 

información adicional de conocimiento, desde varios puntos de vista, sin embargo, la 

mayoría de ellas ha coincidido en sus opiniones. La entrevista a los usuarios 

involucrados directos y beneficiados; dirige a la opinión cognitiva de la realidad social, 

descubriendo situaciones dinámicas que surgen en el trascurso de la aplicación de 

la sentencia. 

A continuación, detallaremos un esquema de las audiencias de apremio, 

previo a dictar la boleta de apremio personal dictada contra el alimentante, con lo 

cual demostraremos que en muchos de los casos se vulneran los derechos del 

responsable principal. 

  Mediante las tablas graficadas, los resultados de la Observación Científica, y 

como complemento accesorio, los resultados de las entrevistas: 

 

 

 

Audiencias de Apremio, previo a dictar la Boleta de Apremio Personal 

DDe 

Juicio 
Detalles de Motivación 

Decisión del 

Juzgador 

Análisis de la 

Observación 
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Jóven de 20 años, reclama el 

pago de la deuda de 

alimentos, por el valor de 

$2.500, el demandado lleva 

en efectivo $300 con la 

intención de suscribir 

convenio, si tiene trabajo, no 

tenia discapacidad, habria 

padecido de un accidente 

laboral dentro de su trabajo; 

justifico tener 3 hijos 

menores de edad,  esposa y 

contrato de arrendamiento. 

La actora se nego a  

conciliación . 

Acepta girar la 

Boleta de 

Apremio 

contra el 

demandado, 

no acepta la 

suscripción de 

convenio de 

pago. 

Le faltó al Juez la 

capacidad de instruir 

a las partes de la 

conciliación, debio 

considerar la edad de 

la que reclama y 

garantizar el alimento 

tambien de los hijos 

menores del 

demandado, ya que 

su existencia estaba 

comprobada con 

Certificados de 

Nacimiento. 
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Madre solicita el Apremio 

personal por deuda de 

$3.500, a progenitor que 

gana sueldo basico; el 

mismo que si tiene trabajo y 

no posee ninguna 

discapacidad, este lleva 

$400 dolares en efectivo 

para proponer un convenio 

de pago, la actora queria 

$1.000 como minimo para 

aceptar. 

Jueza niega la 

petición de 

Boleta de 

Apremio, 

suscribe el 

convenio con 

$800 en dos 

abonos, el 

primero en 

efectivo 

dentre de la 

audiencia y el 

segundo a 1 

mes de plazo, 

advierte  a la 

actora que el 

demandado 

gana sueldo 

básico. 

La actitud de la jueza 

fue pasiva, advirtio a 

la actora del sueldo 

que gana el 

demandado, y  su 

postura frente a 

ambas partes era 

siempre la de 

conciliar de forma 

muy inteligente, las 

alicuota las dividieron 

a 48 meses plazo. 

Tabla 2. Audiencias de Apremio 

El primer  caso se dio en la ciudad de Machala, donde la alimentada tenía 20 

años, el padre con tres hijos menores de edad, y con un empleo de $500, para el día 

de la Audiencia de Apremio  el padre justifico con partidas de nacimiento tener tres 

hijos menores de edad; y propuso con  $300 en efectivo con la intención de   suscribir 

el convenio de pago; la deuda era de $2.330.94 ;por la negativa de la joven,  no se 

llegó a ningún acuerdo, el juez ordeno girar la Boleta contra el demandado, aquí en 

Juez no atendió el principio de Interés Supremo de sus tres hijos menores de edad. 

(Tinitana, 2017) 

En el siguiente caso, el demandado tenía un empleo en una empresa de 

Cárnicos donde gana un sueldo básico, antes de que la madre solicitara la Audiencia, 

la hija de 14 años habría llamado al padre para pedirle un celular, el padre accedió ; 

en la Audiencia de Apremio el progenitor estaba enfurecido debía $3.300 
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aproximadamente; aun así por sugerencia de su Abogada llevo $400 en efectivo para 

proponer un convenio, aunque ya la petición se habría  hecho por escrito; antes de 

ingresar a la Audiencia las Abogadas de ambas partes conversaron, y llegaron a un 

acuerdo parcial. 

En este caso dos  la actora solo aceptaba el convenio si le daba $1.000 en 

efectivo al instante; se inició el debate, en el momento que la Abogada del progenitor 

mociono las tres partidas de nacimiento que justificaban su existencia, cuyo alimento 

también dependía de mismo padre;  el dinero en efectivo para la deuda; 

inmediatamente la jueza asintió con la cabeza y dio la palabra a la otra parte, quien 

se mantuvo en $1.000 de cuota inicial, replico la Abogada contraria y quedaron en 

una cuota de $800,  con la diferencia de la cuota  con plazo hasta el 29 de Diciembre 

de 2017, y con alícuotas a 4 años de plazo. (Loor, 2017).   

Vencido el plazo para el saldo de la cuota inicial, se ha peticionado a la jueza 

otro plazo para cumplir con esta obligación, inmediatamente se corrió traslado a la 

parte actora para que se pronuncie en el término de 72 horas, quien no ha 

comparecido en pronunciamiento, hasta la presente fecha no se resuelve, lo que sí 

se puede deducir con precisión es que la petición de boleta de apremio fue 

remplazada con la suscripción del acuerdo de pago.  

Para completar la comprensión, he ejecutado varias entrevistas a 

profesionales y usuarios, iniciando con los abogados con indicación de preguntas 

sobre conceptos, opiniones, definición, método que nos permite conocer los puntos 

de vista de otros profesionales del derecho, y en cuanto a los usuarios involucrados 

en el campo de la observación; su personal opinión sobre la ley que regula el pago 

de los alimentos. 

 

 

Tabla 3. Entrevista a profesionales del derecho 
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ENTREVISTA  PROFESIONALES 1 

DATOS DEL 

ENTREVISTADO 
PREGUNTAS RESPUESTA 

 

Ab. REINA MOLINA 

Teléfono: 0991391909  

¿Qué es la Acción de 

Inconstitucionalidad? 

Es una garantía 

constitucional que nació en 

el año 2008 con una Nueva 

Constitución, con una Ley 

especial para su 

regulación. 

¿Para qué sirve la acción 

de Inconstitucionalidad? 

Para comunicar a los 

jueces de garantías 

constitucionales que una 

norma es incompatible con 

la Constitución. 

¿Qué opina de la 

Resolución 012-17 C.C.? 

Fue una difícil tarea, pero el 

algo nos hemos 

beneficiado para con 

nuestros clientes, en 

especial cuando 

defendemos a la parte 

demandada. 

Ab. LUIS GUZMAN 

ONOFRE 

Teléf.: 0979314770 

¿Qué es la Acción de 

Inconstitucionalidad? 

Es una demanda que se 

presenta ante la Corte 

Constitucional cuando 

vemos que una norma es 

incompatible con los 

principios constitucionales. 
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¿Para qué sirve la acción 

de Inconstitucionalidad? 

Para lograr que una norma 

incompatible sea declarada 

como inconstitucional 

¿Qué opina de la 

Resolución 012-17 C.C.? 

Es una sentencia cuyo fallo 

es de aplicación obligatoria 

para todos los jueces. 

 

Ab. RICARDO 

SALINAS 

Teléfono: 0980381459 

¿Qué es la Acción de 

Inconstitucionalidad? 

En una demanda de 

carácter netamente 

constitucional. 

¿Para qué sirve la acción 

de Inconstitucionalidad? 

Para declarar una norma 

como inconstitucional, 

cuando observamos que 

viola derechos. 

¿Qué opina de la 

Resolución 012-17 C.C.? 

Un nuevo fallo que 

beneficia a los apremiados 

por alimentos. 

 

Tabla 4. Entrevista a Usuarios 

ENTREVISTA A PROGENITORES DEMANDADOS 

Nombre Pregunta respuesta 

Antonio 

Arteaga 

¿Qué opina de la 

Ley en Materia de 

Alimentos? 

Siempre los hombres estamos en desventaja, 

aunque hace dos meses pude evitar que me 

giren Boleta de Apremio, mediante la 

suscripción de un convenio de pago 

Carlos 

Núñez 

¿Qué opina de la 

Ley en Materia de 

Alimentos? 

Me siento desamparado por la Ley, mi hija de 

20 años me pide Boleta de Apremio cuando 

tengo 3 hijos menores de edad, quiero pagar, 

no aceptan el convenio. 

Ricardo 

Gonzales 

¿Qué opina de la 

Ley en Materia de 

Alimentos? 

Está bien, lo que algunos hombres deben 

entender es la obligación de depositar una vez 

que el juez le dice que lo haga. 
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Tabla 5. Resultados de la Entrevista 

Resultado de las Encuestas 

Analisis de Fondo Analisis de Forma 

Los profesionales conocen el beneficio 

del fallo 

Saben que la aplicación del mismo es 

de carácter obligatorio 

Algunos progenitores se sienten en 

desventaja con la ley. 

Loss usuarios deben depositar la 

pension de alimentos 

3.1. Análisis del Caso 

La Reforma al Título V del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, trajo 

como consecuencia la visibilidad de esta acción Publica de Inconstitucionalidad, 

presentada por dos  ciudadanos, uno de ellos se desempeña como Presidente de la 

ñFundaci·n Padres por Siempre en Ecuadorò, esta, es una entidad social con un 

grupo de profesionales, entre ellos abogados, cuya oficina se encuentra en la ciudad 

de Quito, tienen una página web en Internet con el objetivo de ayudar a los papas en 

cualquier problema luego de una separación conyugal, en relación a sus derechos y 

obligaciones. 

La esencia de este fallo, se origina en la Reforma al Título V de la Ley de la 

niñez, entre ellos los puntos más destacados se encuentran en los siguientes hechos: 

en caso de que el padre no cumpliese con el pago, la ley obligaría o coaccionaría a 

los abuelos, tíos, o hermanos que han cumplido los 21 años de edad; la ley 

reformatoria habría la posibilidad de dictar apremio personal contra los obligados 

subsidiarios; inclusive medidas cautelares sobre sus bienes; y prohibición de salida 

del país para los abuelos, tíos o hermanos a menos que rindan caución; o presenten 

un garante, tal cual fueren obligados principales. 

 La mora de la pensión genera intereses legales establecidos por entidad 

autorizada por la ley; cuando los obligados principales carezcan de recursos 

suficientes, se puede exigir el pago a los ñdem§s obligadosò, y luego estos podr²an 

iniciar acciones de repetición contra el padre o madre. La reflexión es, que, si un 

padre no tiene para cumplir una obligación principal, tampoco tendrá para una 

secundaria; la mención de un grupo de padres que se sienten en desventaja con la 
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ley, ejemplo cuando se trata de incidente de alimentos o aumento, la pensión rige 

desde su presentación. 

La inconformidad de los reclamantes direcciona que no existe la reconvención 

en materia de alimentos; dentro del formulario de petición se establecería los 

nombres de los obligados sub; la posibilidad de demandar a una persona de la cual 

se desconocer el paradero, mientras la deuda crece, el Estado por medio del Consejo 

de la Judicatura haría una publicación mensual, cuya inversión será devuelta por el 

demandado cuando comparezca al proceso. 

 Se acusa también el contenido del artículo 137 del Cogep, acerca del 

proceder en la solicitud de apremio por mora, donde la única prueba de ejecución era 

la constatación del no pago por medio de pagaduría. La Sala una vez que admite la 

demanda, debe por carácter de suma obligación correr traslado al Presidente, 

Asamblea Nacional y máxima autoridad de la Procuraduría General del Estado, para 

que se pronuncien en el plazo de quince días sobre la norma demandada, los 

accionantes están convencidos que dictar la medida de apremio personal no 

garantiza el pago de la pensión de alimentos. 

En la contestación a la demanda Fernando Cordero, como presidente de la 

Asamblea, menciona su absoluta negativa indicando que los accionantes no han 

motivado la norma acusada, el Secretario Jurídico de la Presidencia Dr. Alexis Mera 

declara la argumentación de la demanda como no integral, remontando la historia 

constitucional de la prisión por alimentos, alega la obligación que tienen los familiares 

ascendientes, como abuelos, tíos y hermanos a responder con el alimentos para los 

niños a falta del padre, pide una modulación parcial indicando que los meses de 

privación  de la libertad no avala el pago. 

La Dirección delegada de la Procuraduría General del Estado, considera la 

demanda improcedente por falta de pruebas, sin embargo, pide que se module la 

sentencia porque la exageración llevo a cabo la ineficacia; la Presidenta de la 

Asamblea Nacional Rivadeneira propone un análisis aplicando la necesidad, 

idoneidad y proporcionalidad, por lo tanto, pide a la corte el archivo de la demanda.  

Tres ciudadanos de nombre Henrry V. y Leonardo N.  y Tello R comparecen 

con un escrito como amigos de la causa o ñamicus curiaeò consideran el apremio 
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como castigador, versus la protección de derechos que inspira la Constitución, piden 

que se declare inconstitucional el artículo 137 del Cogep. Tello censura el hecho de 

que el padre que la ley considera como irresponsable, no es así, que se observa solo 

como un proveedor de dinero, cuando las obligaciones también caminan hacia el 

cuidado y protección emocional y psicológica.  

En febrero de 2012 se ordena la Audiencia Pública, la misma que fue fallida 

por no haber comparecido todas las partes involucradas, luego el 17 de noviembre 

de 2016, no asistieron los accionantes, como criterio personal puede indicar que se 

sintieron decepcionados de la justicia, una audiencia para el año 2012 fallida, se 

reinstala en el año 4 años más tarde.  Pese a esto la audiencia se llevó a cabo, se 

acumularon tres causas relativas a la misma petición, los accionantes pasivos dentro 

de los argumentos   acusan a los demandantes de no haber sustentado sus 

pretensiones. 

En la audiencia de fecha enero de 2017 si comparecen los amigos de la causa 

y las autoridades respectivas. Dentro de los fundamentos de la Corte, se radica su 

competencia e inicia el dictamen, algunos interesados se allanaron y piden una 

sentencia moduladora, para garantizar el derecho de ambas partes, aluden que los 

actos normativos no deben contradecir las normas constitucionales, se debió haber 

considerado las inconformidades a las reformas por vicios de fondo, en vista de que 

la Ley Orgánica de Garantías Constitucionales entro en vigencia meses después de 

la mencionada reforma.  

En el estudio de fondo se considera previo al dictamen; el interés superior, 

prevalencia de derechos, y la corresponsabilidad del Estado,  hace una comparación 

entre el interés superior del niño, y, el principio de trato prioritario; pues mientras el 

primero debe considerar los asuntos que le afecten, el segundo debe poner la 

superioridad en una balanza, esto se habría ya discutido en otra demanda de 

inconstitucionalidad del año 2013; cuando existen derechos que emanan de dos tipos 

de tutelares de derechos;  al reconocer los diferentes tipos de familias, extiende la 

responsabilidad a los familiares del núcleo.  

 Se justifican mencionando todas las normas constitucionales que ilustran el 

proceder a seguir en la creación y promulgación de una ley,  allí nace el debate, una 

vez que la corte rechazo resolver  sobre algunos artículos de la Ley Reformatoria de 
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La Niñez, y acepto el artículo 137 del Cogep, le es menester investigar la actitud 

procedimental del Legislador al promulgar esta norma, indicando que antes de la 

aprobación del proyecto de ley, hubieron cinco debates, llegando a concluir al 

respecto, que todas las normas están en armonía con la materia indicada. 

Luego se analiza la constitucionalidad por el fondo, donde van a surgir los 

problemas jurídicos, los mismos que se van a considerar en coherencia a la norma 

constitucional demandada, se acota que la ley Reformatoria al Código de la Niñez y 

el articulo 137 del Cogep tienen una relación en cuanto al fin que se persigue, este 

es el pago de la pensión de alimentos a los niños, en aras del interés superior, 

prevalencia de derechos y corresponsabilidad del Estado, el primer principio referido 

es de carácter internacional, pues lo observamos también en la Convención 

Internacional del Niño. 

 Este principio de interés superior incluye considerar la decisión de los niños 

cuando se deba fallar en casos que le afecten; en cuanto al trato prioritario no emplea 

la palabra consideración, sino que manda a hacerlo, es especial si se encuentran en 

la balanza una interacción de derecho, por una parte los niños, y por otra parte un 

tercero; la corresponsabilidad del Estado, involucra al mismo de forma directa 

cumpliendo condiciones para ayudar a la familia, en cuanto la corresponsabilidad 

familiar, no será jamás igual a la responsabilidad directa del padre y la madre. 

 Mencionando la sentencia 048-13 se ha plasmado a la vida digna a la que 

tiene derecho un menor como un principio sustancial, llegan a la conclusión de que 

el alimento es primordial para la garantía de vida digna a la que tienen derecho los 

niños. Esta vida digna se considera también no solo desde el punto de vista de la 

pensión de alimentos, sino en el cuidado especial que debe tener todo niño en el en 

la etapa de crecimiento, precautelando su salud emocional y psíquica, es sobre la 

base de los mencionados principios que la corte analizara las normas acusadas de 

inconstitucionales. 

 Refiriéndome a la Reforma al Título V del Libro Segundo, en respuesta a la 

acusación al artículo 6 y 7 se indica que la vía para estos reclamos es la ordinaria, 

en cuanto se refiere el accionante a que la pensión rige aunque el progenitor y el 

menor convivan en el mismo lugar; en la acusación al artículo 15, aquella que 

contiene los requisitos que se deben observar para la elaboración de la tabla de la 
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pensiones de alimentos, la corte indica que fue resuelto mediante una antelar 

sentencia de la corte en el año 2013 donde se negó la inconstitucionalidad.  

En el enumerado 37 de la ley reformatoria se habla de una audiencia única en 

materia de alimentos, y sobre este punto la corte se pronunciará, recalca una 

pretensión contradictoria al accionante Zelaya por que la norma dice claramente que 

los únicos responsables de pago de alimentos son los progenitores, por lo tanto, los 

únicos artículos a analizarse serán el 333 del Cogep, y 5, 10 y 37 de la referente. 

 La ley determina a los familiares cercanos como obligados subsidiarios, por 

el principio de corresponsabilidad, pero una condición para poder demandar al 

obligado subsidiarios es que, por medio de la misma ley, se haya valido de todos los 

medios para cobrar al deudor principal, y este a su vez podrá ejercer su derecho de 

repetición, esta obligación subsidiaria solo podrá existir cuando exista un 

impedimento, discapacidad o ausencia por parte del progenitor. 

El pago de alimentos prima sobre cualquier otra obligación, por el principio de 

ultractividad de la ley, se referirán a los artículos que fueron derogados, al respecto 

menciona: el artículo 33 prohíbe la reconvención y la acumulación de causas en 

especialidad de alimentos;  el artículo 34 que presentaba el procedimiento en las 

demandas de alimentos, este también quedo regulado en el Cogep; en el artículo 35 

que refiere a la calificación y citación de la demanda de alimentos, el mismo que  

quedo normado en otros artículos del COGEP. 

 En cuanto a las medidas de apremio real, ellas están respaldadas con el 

antiguo Código de Procedimiento Civil que, al ser derogado por el Cogep, seguía 

conteniendo normas relativas, se aclara que los juicios de alimentos no pueden por 

cuestiones de defensa ser comparados con los juicios de materia penal, mientras uno 

guarda de formas exclusiva los derechos de los niños, el otro es consecuencia de 

una acción punible en la que el Estado impone una sanción. 

 Así, no cabe la idea de violación al debido proceso establecido en el artículo 

76 de la Constitución, la corte lo confirma por cuanto la fijación de la pensión desde 

la presentación de la demanda es provisional, de tal manera que podrá comparecer 

al proceso y defenderse con pruebas. Del artículo 29, 30, y 33 son de forma particular 

de obligatoria aplicación, sobre el privilegio de la pensión de alimentos y el interés 
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por mora. Se le informa al señor Ramírez. Rhor que en las normas 24, 25 y 27 no 

dice donde se localiza la vulneración. La corte buscara una coherencia entre la 

medida y el derecho a la defensa. 

  Se delibera sobre la libertad de tránsito prescrita en el artículo 66 de la 

Constitución,  versus las medidas aplicadas para la protección del derecho de los 

menores, se dice que nos encontramos frente a una colisión jurídica, por tal se 

utilizara la proporcionalidad, la corte decidirá escudriñar sobre la idoneidad y 

necesidad, sobre la primera; se expresa que la medida satisface el fin perseguido; en 

la necesidad, el juez tiene toda la potestad jurisdiccional para dictar medidas de 

apremio reales de acuerdo a la necesidad, pero dependiendo de los casos se debe 

imponer una que se adecue a la efectividad. 

Filtrado el análisis se observa que la prohibición de salida del país únicamente 

vulnera el derecho de libertad de tránsito cuando se trata de obligados subsidiarios, 

por lo tanto, si se la considera como inconstitucional aquella norma 24 contenida en 

la reforma, y se aplica por medio de la modificación respectiva, la obligación de 

buscar otra medida de carácter real, por tanto, la prohibición de salida del país se 

aplicara únicamente para los obligados principales.  No se declara 

inconstitucionalidad de los artículos 24, 25 y 27. 

Ahora continúa el análisis de la privación de libertad, donde se observa una 

guerra de derechos, por una parte, el derecho de los menores a una vida digna, y por 

otra el derecho de los progenitores a la libertad personal, considerando el artículo 23 

de la reforma y el artículo 137 del Cogep, se utilizará la proporcionalidad con el 

estudio de la idoneidad y necesidad al igual que en el caso anterior. El apremio es 

una medida coercitiva por parte del legislador, para transformar la voluntad en 

obligación, sin embargo, se puntualiza que le medida de apremio personal no 

procede en contra de los obligados subsidiarios. 

 Cuestionando la idoneidad, el accionante se queja que por la privación de 

libertad; algunos obligados se quedaran sin empleo, la corte la responde que si tiene 

un empleo de forma licita, es porque percibe una remuneración, por lo tanto no está 

destinando de forma prioritaria  su salario, que debería ser en primer lugar el cumplir 

con el pago de alimentos, pero expresa a forma de paradigma a un detenido por 

alimentos con cáncer, en este caso la constitución también ampara su situación, por 
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lo que se determina que solo en  casos excepcionales el art. 137 del Cogep no está 

aplicando una medida idónea y necesaria.  

Por otra parte el progenitor que pierde el empleo, luego de su primera 

detención que es de treinta días, hay dificultad para conseguir otro empleo, el tiempo 

que está en la cárcel, sigue sumando la deuda, por lo que de esta forma no se está 

garantizando el pago del alimento, antes de proceder al apremio personal, se debe 

aplicar el apremio real sobre los bienes del demandado en caso de que los tuviere, 

por lo que la corte considera que no hay un derecho de igualdad, pues la prisión seria 

solamente para aquellos progenitores que no posean bienes que se puedan 

apremiar.  

Dentro de esta legislación es el punto de la cesación del derecho de alimentos, 

una de las causas existe por el hecho de infortunio del obligado, cuando no pudiere 

satisfacer sus necesidades ni las de su familia, este aspecto no pernota en nuestro 

país, el derecho de alimento es irrenunciable dentro de cualquier situación fortuita del 

obligado, a menor que sea por muerte.  

Dentro del Estado español, una obligación de alimentos pueda ser repartida 

entre varios de los obligados. (Espa¶ol). En Argentina rige la ñLey de Protecci·n 

Integral de los Derechos de Ni¶os y Adolescentesò, evadir la responsabilidad de 

pagar alimentos está considerado como un delito, los abuelos son también obligados 

subsidiarios, el porcentaje destinado para una persona que gana un salario básico 

será del 20%, y cuando haya cumplido los 18 años de edad el alimentado, puede 

percibir hasta los 21 años si no está emancipado, con el 18% de los ingresos de su 

progenitor. (Ley de Protección Integral de Derechos) 

Con relación a la Reforma al Título V del Libro Segundo, en respuesta a la 

denuncia al artículo 6 y 7 se indica que la vía para estos reclamos es la sumaria, en 

cuanto se refiere el accionante a que la pensión rige aunque el progenitor y el menor 

convivan en el mismo lugar; en la acusación al artículo 15, aquella que contiene los 

requisitos que se deben observar para la elaboración de la tabla de la pensiones de 

alimentos, la corte indica que fue resuelto mediante una antelar sentencia de la corte 

en el año 2013 donde se negó la inconstitucionalidad. 
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        Se puede calificar esta reforma como un beneficio, sin embargo; no se está 

menoscabando por ningún concepto el interés primordial de los niños, pues si el 

demandado no comparece a la audiencia, o en su defecto es reincidente y ya se ha 

beneficiado de este fallo por una vez, y no ha cumplido, se le dictara el apremio total, 

podemos certificar que es una cadena de beneficios para el demandado, cuyo énfasis 

de insistir en incumplimiento, terminará en orden de apremio total personal en su 

contra. 

3.2. Análisis Personal del Fallo 

Podemos observar que el legislador al momento de resolver, considera una 

justificación basada en el hecho de no tener empleo, poseer una discapacidad, o a 

su vez una enfermedad catastrófica, estas serían las únicas excusas del progenitor 

hacia el juez; por este motivo se considera esta Audiencia, pero también de 

beneficios para el deudor;  ya que en caso de no acudir se le girara la Boleta, ahora 

que sucede si la persona que comparece y no encaja dentro de ninguno de los 

requisitos; la actitud del juez es siempre la de mediar y motivar el convenio de pago, 

como sucede en la mayoría de los casos.  

Con este fallo el Consejo de la Judicatura a capacitado a la mayoría de las 

jueces en ejercicio, instruidos de la obligación e incitar a las partes a la conciliación 

para la respectiva suscripción del convenio de pago, ejemplo si una parte no acepta 

determinada cantidad de dinero para suscribir el acuerdo, el juez le otorgara un plazo 

especial al demandado para cumplir de forma voluntaria con la diferencia del valor 

condicionada por la parte actora, contra la decisión del juzgador cabe el recurso de 

apelación de cualquiera de las partes, en la mayoría de los casos no sucede porque 

ambas partes se sienten beneficiados al aceptar. 

El Consejo de la Judicatura, luego de la mención de la sentencia con carácter 

obligatorio, entre el mes de noviembre a diciembre de 2017; se han suscrito 

diariamente entre ochenta y cien actas de compromiso de pago; sin embargo, no 

dejan de existir progenitores mal informados, que interpretan el fallo en su propio 

razonamiento. 
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CAPITULO IV 

4. Desarrollo de la propuesta de investigación 

Del articulo 23 y 24 de la Ley Reformatoria presentada por Zelaya y Ramirez, 

se acepta la constitucionalidad de fondo,  de las demas  normas acusadas fueron 

negadas, por ser sometidas al analisis constitucional. 

Acepta la incosntitucionalidad de la prohibicion de la salida del pais, para los 

obligados accesorios, es decir que la prohibicion sera de forma exclusiva y unica para 

los obligados principales. 

Se decalra la constitucionalidad condicionada de los siguientes articulos: 25 y 

27. 

En cuanto al articulo 137 del Cogep, se declara como inconstitucional, el cual 

fue completamente sustituido por una nueva redaccion, previo a dictar el apremio se 

oficiara una audiencia, para que el demandado sea oido y justifique delante del juez 

los hechos  por los cuales no cumplio con el pago, si el obligado no se presenta, el 

juez ordenara el apremio personal, si demuestra con pruebas que padece de 

enfermedad catastrofica, que no tiene trabajo o que posee alguna discapacidad,  se 

suscribira un convenio de pago, si este se incumple, el apremio sera parcial, desde 

las diez de la noche hasta las seis de la mañana, para que en el dia pueda cumplir 

con su jornada de trabajo, cuando el demandado sea reincidente en el no 

cumplimiento, alli se le dictara el apremio personal de forma total. 

Todas las personas contra las cuales se ha girado boletas de apremio, se 

pueden beneficiar de esta sentencia, se informa su aplicación obligatoria a todos los 

jueces. 

La deliberación  sobre la libertad de tránsito prescrita en el artículo 66 de la 

Constitución   de  la República del Ecuador,  versus las medidas aplicadas para la 

protección del derecho de los menores, se dice que nos encontramos frente a una 

colisión jurídica, por tal se utilizara la proporcionalidad, la corte decidirá escudriñar 

sobre la idoneidad y necesidad, sobre la primera; se expresa que la medida satisface 

el fin perseguido; en la necesidad, el juez tiene toda la potestad jurisdiccional para 
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dictar medidas de apremio reales de acuerdo a la necesidad, pero dependiendo de 

los casos se debe imponer una que se adecue a la efectividad. 

Filtrado el análisis se observa que la prohibición de salida del país únicamente 

vulnera el derecho de libertad de tránsito cuando se trata de obligados subsidiarios, 

por lo tanto, si se la considera como inconstitucional aquella norma 24 contenida en 

la reforma, y se aplica por medio de la modificación respectiva, la obligación de 

buscar otra medida de carácter real, por tanto, la prohibición de salida del país se 

aplicara únicamente para los obligados principales.  No se declara 

inconstitucionalidad de los artículos 24, 25 y 27 de la Ley Reformatoria al Título V del 

Libro Segundo del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. 

Finalmente se declara la inconstitucionalidad de la prohibición de salida del 

país a los obligados  subsidiarios y garantes solidarios de la deuda de alimentos, 

dejando como constancia la mención  que  sobre el obligado principal si cabe la 

medida personal de prohibición de salida del país, sin embargo existen otros 

mecanismos dentro de la justicia oridinaria para que el progenitor que desee ejercer 

su derecho de libre circulación, ejecute el  trámite de forma legal su salida del 

país.Precisamente esta sentencia 012-17-SIN-CC, analiza debates necasarios para 

resolver estos conflictos. Por otra parte, nos encontramos ante el inicio de Acciones 

Públicas de Inconstitucional, puesto que actualemente se empieza a analizar el caso 

un padre con enfermedad terminal de cancer, quien estando preso se ha beneficiado 

de este fallo, y pese a que el juez acepto el convenio con un pago minimo. Esta 

sentencia es un gran logro, puesto que trata puntos debatidos  inherentes al derecho 

de los menores, asi tambien considera los derechos de los progenitores. 

Al  inicio de la vida republicana, las leyes nacientes que dieron un giro a 

garantizar los derechos de los niños;  la Constitucion de 1967 que por primera vez 

menciona que hay prision por deuda de alimentos, y que el mismo Estado se 

menciona como responsable del cumplimiento de los progenitores, sin embargo la 

controversia crea una polemica social cuando se cita a los abuelos, tios y hermanos 

mayor de 21 años, la obligacion forzada contra la voluntad; por lo que se considera 

una falta grave al derecho de libertad; su compromiso es sin ejercer ningun tipo de 

coaccion o fuerza punitiva impuesta por la ley. 



45 
 

 
 

CONCLUSIONES 

¶ El fallo ha sido positivo para la legislación ecuatoriana, para los abogados 

públicos y privados, así como también, para las partes que interactúan en 

el juicio, y, primordialmente para los niños, en otro tiempo no pudo ser 

posible, es decir desde el 2008 hacia atrás, no se hubiese podido aplicar 

una acción jurídica que no tuviere una ley especial que la regulara. 

¶ La Constitución como norma jerárquica consagra el interés superior de los 

menores, así como también el derecho del trabajo, de libre circulación y de 

libertad, en virtud de estos ha decidido la Corte. 

¶ En innegable el número de convenios de pago que se firman diariamente 

en los juzgados de la República del Ecuador, donde previo a disponer la 

máxima medida coercitiva como es el Apremio, se establece una vía previo 

diálogo y voluntad de las partes. 

¶ En cuanto  al hecho de obligar a un  abuelo, tío o hermano al pago de 

pensión de alimentos; la Corte refiere que los enumerados que plasmaban 

esta idea, ya estaban derogados una vez que habría entrado en vigencia el 

Cogep, pero cuando   no están en la capacidad económica para el pago, 

por muerte, o incapacidades física,  en este caso, si se otorga el derecho 

de demandar a los obligados subsidiarios, con la única condición de que 

antes de proceder en su contra, se haya procedido contra del progenitor o 

deudor principal, pudiendo el subsidiario ejercer un derecho de repetición. 

Esto es sumamente absurdo, como puede una persona ejercer una 

repetición contra alguien que ya haya sido declarado quebrado, o que ya 

haya tenido juicio de concurso de acreedores, que no tenga recursos, que 

tenga una enfermedad catastrófica terminal, que sea una persona 

discapacitada. 

¶ No se puede obligar a tíos o hermanos a cancelar pensiones alimenticias, 

mi ser legal su detención de forma personal, ni medidas cautelares contra 

sus bienes; a menos que de forma voluntaria se constituyan como garantes 

solidarios, por esto la corte dejo al conocimiento que la orden de apremio 

personal procederá solamente contra los obligados principales. 

¶ Se declaró inconstitucional la prohibición de la salida del país, únicamente 

para los obligados subsidiarios, para quienes los jueces deberán buscar 
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otras medidas alternas de carácter real. Para los progenitores, quienes 

tienen la obligación principal del pago, si cabe esta medida dentro de las 

atribuciones de la justicia. 

¶ Si la Constitución nos dice que la detención es legal cuando se trata de 

mora por alimentos; también por medio de este fallo se plasma una 

audiencia previa, para que el demandado pueda justificarse ante el juzgado 

y proponer un convenio de pago, es decir desaparece la figura de audiencia 

única que con anterioridad se ventilaba en los procesos de alimentos. 

¶ El Estado se justifica o se oculta de su responsabilidad constitucional para 

con los menores, puesto que se considera como creador de recursos para 

beneficios de los progenitores, cuando la responsabilidad de ayuda 

obligatoria es directa, esto conduce al Estado a cumplir solamente de forma 

estricta en el derecho positivo, sin la práctica empírica de su rol. 

¶ Los jueces tienen la potestad de ordenar la detención de una persona que 

incumple el pago de las pensiones de alimentos; esta autoridad nace de la 

Constitución; pero también indica que es obligación de los jueces aplicar la 

prisión de forma excepcional, y, en materia de alimentos ya han existido la 

aplicación de los convenios de pago, pero el fallo otorga una obligatoriedad 

especial.  
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RECOMENDACIONES 

¶ Cuando existan observaciones claras de la parte actora que no desea 

aceptar ninguna fórmula de pago, aun sabiendo que el demandado no tiene 

como cumplir, aunque tenga un trabajo de bajos ingresos, debería también 

el Juez en virtud de sus atribuciones jurídicas, consentir el convenio; aun 

sobrepasando el principio de la voluntariedad de la otra parte. 

¶ Algunos jueces deberían investigar sobre  la falta de recursos económicos, 

ejemplo  también dentro de un  caso de alguien que gana un sueldo básico 

y tiene cargas familiares, como una esposa y más hijos, el convenio de 

pago  debería ser obligatorio,  el meollo es identificar porque teniendo un 

salario no ha cumplido con el pago, pueden existir causas ajenas a la 

voluntad, como por ejemplo el gasto por la muerte de un hijo, la muerte de 

una esposa, tratamiento costoso de algún dependiente, puede 

considerarse el hecho de que no solo el progenitor padezca de una 

enfermedad catastrófica, sino que puede ser también uno de sus 

dependientes, esto pienso que se da   en casos excepcionales, y, cuando 

la parte actora esta sosegada a aceptar un convenio, el juez en sus 

atribuciones otorgada por el Código Orgánico de la Función Judicial, debe 

aceptar la propuesta de pago, sin dilación de ninguna naturaleza. 

¶ Cuando se trate de deudas del progenitor hacia su hijo que ya no es menor 

de edad; ejemplo 20 años, el juez debería aplicar de forma obligatoria el 

convenio de pago; cuando el obligado demuestra que tiene a su cargo hijos 

menores de edad, en aplicación del principio del interés supremo de los 

menores de edad, que debería considerarse con la sola demostración de 

su existencia. No debería una persona que ha cumplido los 18 años de 

edad, solicitar Audiencia de Apremio, en virtud de reclamar derechos como 

si se tratara de un niño, niña o adolescente; por sus propios derechos, bien 

se puede suscribir un acta de mediación o un juicio de carácter monitorio. 

¶ En el momento de proponer la demanda de alimentos, debería ser 

obligación de los Jueces, sin la necesidad de petición de parte; ordenar el 

Agente de Retención para la empresa donde labora el demandado, los 

Abogados no siempre lo piden, sabiendo que esto le beneficia porque 

tendrá más honorarios a futuro. El Estado debería en caso de niños 
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huérfanos sin uno de los progenitores de forma comprobada, asumir el rol 

económico para el alimento, crecimiento y educación de ese menor 

desamparado por uno de los padres, con el pago de una pensión, la misma 

que la ley establece como mínima, con los mismos beneficios legales y las 

respectivas indexaciones, y aumento cuando varíe el salario básico. Por 

medio de la autoridades competentes e instituciones involucradas es 

menester un censo infantil para determinar la situación alimentaria de los 

niños, nutrición, educación, ambiente de vivienda, y determinar por lo 

menos a los de más crítica situación; a un beneficio económico por parte 

del Estado, siendo su obligación, pues para otras legislaciones es un hecho 

normal que es Estado contribuya con dinero para la alimentación de los 

niños de su país. 

¶ Dentro de nuestra legislación debería aplicarse una ley; símil a la propuesta 

que se hizo en el gobierno del Arquitecto Sixto Durán Ballén; donde una 

mujer que ya ha tenido tres partos, sea intervenida de forma quirúrgica para 

evitar la fertilidad y nuevos embarazos, la que voluntariamente desea 

ligarse con uno o dos niños, lo puede hacer. 
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